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Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia… las siguientes: “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable; (…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…)
… la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo…”
En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso…
… la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que: “Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional…”
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Acta No. 505 del 19 de diciembre de 2018


Expediente No. 66088-31-89-001-2018-00118-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Luis Edgardo Suárez Morales frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 1º de noviembre último, en la acción de tutela que aquel instauró contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Mistrató, a la que fueron vinculados los señores Eudoro Mejía Moscoso, Jesús Castro Bermúdez, Gladis Bermúdez Bolívar, Gustavo de Jesús, Rosalba y Mariela Bermúdez Velásquez, Óscar Edilson, Lilia Eucaris, Amanda de Jesús y Ricaurte Antonio Rivera Bermúdez, Rosa Elena, Mario de Jesús y Nubia Bermúdez Villada y Marina Gaona Jurado.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado del demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Mediante proveído del 7 de julio de 2015, el Juzgado Promiscuo Municipal de Mistrató declaró abierto el proceso de sucesión doble e intestada de los señores Luis Evelio Bermúdez Velásquez y Guillermina Mejía Moscoso o Mejía de Bermúdez; el accionante fue reconocido como subrogatario de los derechos que en juicio le pudieran corresponder a la cónyuge sobreviviente, de conformidad con la escritura pública No. 286 del 14 de mayo de 2008.

1.2 Luego de agotadas las etapas respectivas, se presentó el primer trabajo de partición, el cual, en virtud de la objeción formulada, tuvo que ser elaborado nuevamente. Frente a este último se plantearon objeciones, entre ellas la del Dr. José Nayib Vásquez Ramírez, relativa a que en la escritura pública No. 286 del 14 de mayo de 2008, Guillermina Mejía Moscoso o Mejía de Bermúdez no transfirió la totalidad de sus gananciales, sino el 0.01%.

1.3 Por auto del 16 de abril de 2018, el juzgado de conocimiento ordenó realizar una nueva partición. Esta decisión fue dejada sin efecto mediante proveído del 24 del citado mes.

1.4 Por auto del 18 de mayo último se decretaron las pruebas solicitadas en el incidente de objeción, consistentes en la declaración de quien figuraba como Notaria del Círculo de Belén de Umbría para la fecha en que se suscribió la escritura pública No. 286 de 2008 y en el interrogatorio del señor Luis Edgardo Suárez Morales.

1.5 De esas pruebas, practicadas el 15 de junio, se deduce que la señora Guillermina Mejía Moscoso o Mejía de Bermúdez enajenó al accionante el 0.01% de su derecho que ejerce en común y proindiviso y el total de los gananciales en la sucesión de su cónyuge Luis Evelio Bermúdez Velásquez. 

1.6 Sin embargo, el funcionario accionado valoró de manera errónea aquella declaración, ya que a pesar de la claridad con que se indicó que la compraventa comprendía los gananciales en su integridad, consideró que esa versión era confusa y concluyó que la enajenación fue solo por un porcentaje de ellos. En consecuencia, por auto del 28 de junio se declaró fundada la objeción y se ordenó rehacer el trabajo de partición de la siguiente manera: 50% a favor de los herederos de Luis Evelio Bermúdez Velásquez, el 49,98% a favor de los herederos de Guillermina Mejía Moscoso o Mejía de Bermúdez y un 0,02% a favor del accionante, en su condición de subrogatorio.

1.7 Contra esta última providencia formuló recurso de apelación, el cual fue inadmitido.

1.8 La acción de amparo es procedente pues se dirige a obtener la satisfacción de los derechos fundamentales lesionados por el juez accionado; se agotaron todos los mecanismos de defensa judicial; se cumple el requisito de la inmediatez y la irregularidad procesal es decisiva.

1.9 El juzgado accionado incurrió en defecto fáctico al haber valorado indebidamente las pruebas pues: a) en el auto que decidió el incidente omitió analizar íntegramente el interrogatorio del actor; b) se dejó de examinar el dicho de la testigo Zulma Chica Londoño, Notaría Única de Belén de Umbría, relativo a que la letra “Y”, que obra en el ordinal primero de la citada escritura pública, hace referencia a la venta total de los gananciales. Tampoco se tuvo en cuenta que esa declarante señaló que si el deseo de las partes era suscribir contrato de compraventa por porcentaje de esos gananciales, así se debía haber consignado expresamente y no como en este caso en el que nada se dijo al respecto, razón por la cual se debía entender que era por su totalidad. Además, cuando se le puso de presente el encabezado de ese documento, que dice “contrato de compraventa, derecho proindiviso y derecho a gananciales. (0.01%)”, señaló que ello “no es lo que marca la pauta de lo transferido” y que pudo haber sido un equívoco de la persona que lo elaboró y c) omitió valorar las pruebas documentales.  

2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia e igualdad. Para su protección, dejar sin efectos la providencia del 28 de junio pasado y se ordene proferir una nueva que la modifique, en la que se valoren debidamente las pruebas.   

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 21 de agosto se admitió la acción y se ordenó vincular a los señores Eudoro Mejía Moscoso, Jesús Castro Bermúdez, Gladis Bermúdez Bolívar, Gustavo de Jesús, Rosalba y Mariela Bermúdez Velásquez, Óscar Edilson, Lilia Eucaris, Amanda de Jesús y Ricaurte Antonio Rivera Bermúdez, Rosa Elena, Mario de Jesús y Nubia Bermúdez Villada y la partidora Marina Gaona Jurado

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 Marina Gaona Jurado informó que fue nombrada como partidora en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos y en tal condición presentó el trabajo correspondiente en el que tuvo en cuenta que los inventarios presentados no fueron modificados y que el auto que reconoció a Luis Edgardo Suárez como subrogatorio Guillermina Mejía de quien adquirió los gananciales de forma completa se encuentra incólume, por tanto se apartó de lo indicado por el juez de conocimiento referente a la venta del 0.01% del derecho de propiedad, pues el señor Luis Evelio Bermúdez ya había fallecido y aquella no podía disponer de los activos de la sociedad conyugal, ni enajenó sus derechos herenciales, pues también tenía la calidad de heredera y por ende era improcedente tener en cuenta ese 0.01%. Frente a la objeción planteada por el apoderado del señor Eudoro Mejía, el juzgado accionado ordenó rehacer la partición “con la indicación clara y expresa de cómo debe hacerse la misma”.    

2.2 El titular del juzgado accionado señaló que en el proceso objeto del amparo se han garantizados los derechos de las partes y la providencia dictada el 28 de junio pasado no luce caprichosa, al contrario contiene una apreciación razonable. 

2.3 Quienes dijeron actuar en representación de Eudoro Mejía Moscoso, Óscar Edilson, Lilia Eucaris, Amanda de Jesús y Ricaurte Antonio Rivera Bermúdez Jesús Castro Bermúdez, Gustavo de Jesús Bermúdez Velásquez, Gladis Bermúdez Bolívar, Rosa Elena, Mario de Jesús y Nubia Bermúdez Villada, se pronunciaron, pero dejaron de aportar el poder que les fuera conferido para intervenir en nombre de los citados señores, y por ende, sus argumentos no serán apreciados.

3. La sentencia proferida el 31 agosto último, fue declarada nula por esta Sala en razón a la indebida notificación de aquellos vinculados.

4. Rehecha la actuación, se pronunciaron los señores Gustavo de Jesús Bermúdez Velásquez, Jesús Castro Bermúdez, Mario de Jesús Rosa Elena y Nubia Bermúdez Villada, Ricaurte Antonio, Lilia Eucaris y Amanda de Jesús Rivera Bermúdez, para manifestar que habían sido notificados de la acción de tutela. Los demás vinculados guardaron silencio.

5. Se puso término a la instancia con sentencia del 1º de noviembre último, en la que se declaró improcedente el amparo.

Para así decidir, el funcionario de primera instancia consideró que la providencia en que encuentra el actor lesionados sus derechos se profirió de conformidad con el numeral 4 del artículo 509 del Código General del Proceso y por tanto no luce caprichosa, por el contrario se encuentra acorde con las normas vigentes. Por esa razón, el simple desacuerdo del accionante no faculta al juez de tutela para invadir la independencia del funcionario demandado, ni convierte a la acción de amparo en una instancia adicional del proceso ordinario. Además en el trámite del proceso sucesorio se garantizaron los derechos de las partes.

6. Inconforme con el fallo, el apoderado del accionante lo impugnó. Alegó que el funcionario de primera instancia se abstuvo de analizar de fondo lo relativo a la protección de los derechos invocados. En este caso, el juzgado accionado desconoció las normas que regulan la necesidad de la prueba, los medios probatorios y su apreciación ya que se omitió argumentar las razones por las cuales la venta que consta en la escritura pública No. 286 de 2008 no fue realizada sobre el total de los gananciales. Tampoco se desvirtuó el dicho de la Dra. Zulma Chica Londoño en el sentido de que esa enajenación se hizo por la totalidad de esos gananciales, tal como lo dijo el actor y como lo ha consignado la partidora, a quien, además, se le ordenó variar el trabajo de partición sin expresar con claridad las razones de esa decisión. El juez demandado tampoco indicó los motivos que lo llevaron a estimar los porcentajes de la adjudicación.

Explicó que el bien objeto de la partición fue adquirido por el señor Luis Evelio Bermúdez y sus dos hermanos. Luego el primero y su cónyuge Guillermina Mejía adquirieron las 2/3 partes de ese bien y compraron un lote contiguo a este. Finalmente por escritura No. 311 de 1989 se englobaron esos predios. Al momento del fallecimiento, los cónyuges eran propietarios entonces del 75% del inmueble, es decir que a cada uno le corresponde el 37.5%, este fue el que vendió la citada señora al accionante.    

De otro lado, la acción constitucional se promovió a los pocos días de proferido el auto que resolvió el trámite incidental y se agotaron los medios ordinarios de defensa en su contra, pues aunque frente a dicho proveído se propuso el recurso de apelación el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría lo declaró “improcedente por la cuantía”, a pesar de que, según la diligencia de inventarios y avalúos, el valor del bien inmueble asciende a $30.000.000, monto que supera el límite de la menor cuantía y por tanto era viable tramitar la segunda instancia. 

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela contra el auto por medio del cual el juzgado accionado decidió sobre el incidente de objeción al trabajo de partición. De serlo, se establecerá si en esa decisión se incurrió en alguno de los defectos a que se hace referencia en la demanda.  

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
.:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.

Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
:

“El tercer inciso del artículo 86 constitucional establece que la tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. A partir de esto, se ha dicho que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, en la medida que su procedencia se encuentra sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa con los que cuenta el accionante o a la demostración de su inexistencia.

 

Dentro de la misma línea, la Corte ha señalado que la acción de tutela es también complementaria de los procedimientos ordinarios, ya que es, en esencia, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, y, por ello, sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial.

Este principio reafirma que la acción de tutela exige el agotamiento del medio ordinario de defensa, pues ésta acción no fue pensada ni diseñada para suplir los procedimientos ordinarios ni mucho menos para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso. Dentro de esa comprensión: “la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo 
”
 

En igual sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que:

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.”
No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

4. Las pruebas documentales allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:
4.1 Mediante proveído del 7 de julio de 2015 el Juzgado Promiscuo Municipal de Mistrató declaró abierto el proceso de sucesión intestada de los señores Luis Evelio Bermúdez Velásquez y Guillermina Mejía Moscoso o Mejía de Bermúdez y se reconoció al señor Luis Edgardo Suárez Morales como subrogatario de los derechos que en este asunto le pudieran corresponder a la cónyuge sobreviviente, de conformidad con la escritura pública No. 286 del 14 de mayo de 2008 otorgada en la Notaría Única del Círculo de Belén de Umbría
.   

4.2 Los apoderados de los señores Eudoro Mejía Moscoso y Luis Edgardo Suárez Morales formularon objeción al trabajo de partición
.

4.3 Se dio trámite al incidente respectivo y el 15 de junio pasado se practicaron las pruebas, audiencia en la que se escuchó el testimonio de la señora Zulma Chica Londoño y el interrogatorio de Luis Edgardo Suarez Morales
.
4.4 Mediante proveído del 28 de junio pasado el juez accionado declaró fundada la objeción planteada por el apoderado del señor Eudoro Mejía Moscoso y ordenó a la partidora rehacer el trabajo elaborado, con el fin de que se distribuyeran los bienes de la siguiente manera: el 50% a favor de los herederos de Luis Evelio Bermúdez Velásquez, el 49,98% a favor de los herederos de Guillermina Mejía Moscoso o Mejía de Bermúdez y un 0,02% a favor del subrogatario Luis Edgardo Suárez Morales
.

4.5 Frente a esa decisión el apoderado del aquí accionante formuló recurso de apelación; solicitó al juzgado de segunda instancia revocarla y en consecuencia acoger la partición objetada respecto a que lo que él adquirió fue el 0.01% de la propiedad que ejercía en común y proindiviso la señora Guillermina Mejía Moscoso y el derecho a gananciales en la sucesión de su cónyuge
.  

4.6 El juzgado accionado concedió, en efecto suspensivo, ese medio de impugnación y ordenó remitir el expediente al Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría
.

4.7 Por auto del 31 de julio siguiente ese último despacho declaró inadmisible el recurso de apelación
. 

4.8 Contra esta providencia el accionante formuló recurso de súplica
, el cual fue rechazado de plano
.

5. Surge de lo anterior que en este caso no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, el actor dejó de formular recurso de reposición frente al auto por medio del cual se resolvió el incidente de objeción al trabajo de partición, de conformidad con el artículo 318 del Código General del Proceso. Es decir, no empleó el medio ordinario de protección con que contaba en ese proceso para cuestionar la decisión que considera vulnera sus derechos fundamentales.

Dicha omisión no se subsana por el hecho de haber interpuesto en contra de esa decisión el recurso de apelación, ya que aquel era el mecanismo adecuado para rebatirla y por tanto se puede concluir que dejó de agotar todos los medios de impugnación que le brinda el ordenamiento jurídico.   

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario adecuado previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que no lo fueron por negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para suplir la negligencia del interesado a la hora de emplearlos, el amparo solicitado resulta improcedente y así se declarará.

6. En su impugnación el accionante alegó también que el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría declaró “improcedente por la cuantía” el citado recurso de apelación, a pesar de que en este caso el valor del bien relicto supera la menor cuantía y por tanto se ha debido dar trámite a la segunda instancia. 

No obstante, hecho como ese dejó de ser alegado en el escrito por medio del cual se formuló la acción; constituye entonces un hecho nuevo, respecto del cual, el juzgado accionado y los otros vinculados no tuvieron oportunidad de defenderse, razón por la cual no puede ser apreciado sin desconocer el derecho al debido proceso que como fundamental consagra el artículo 29 de la Constitución Nacional. Además, la providencia a que alude el recurrente fue proferida por un juzgado con categoría de circuito, de manera que de ser el caso, la competencia la tendría este tribunal, en primera instancia y no en segunda, en la que se define la cuestión. 

7. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, que declaró también la improcedencia del amparo, pero por las razones aquí aducidas.  

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 1º de noviembre último por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Luis Edgardo Suárez Morales contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Mistrató, a la que fueron vinculados los señores Eudoro Mejía Moscoso, Jesús Castro Bermúdez, Gladis Bermúdez Bolívar, Gustavo de Jesús, Rosalba y Mariela Bermúdez Velásquez, Óscar Edilson, Lilia Eucaris, Amanda de Jesús y Ricaurte Antonio Rivera Bermúdez, Rosa Elena, Mario de Jesús y Nubia Bermúdez Villada y Marina Gaona Jurado.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER YIMMY SÁNCHEZ CALAMBAS



� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015





� Sentencia T-735 de 2013, MP. Dr. Alberto Rojas Ríos





� T-567 de 1998


� Ver archivo respectivo visible en el disco compacto que obra a folio 6 vuelto del cuaderno No. 2


� Folios 2 a 5 y 7 a 9 del archivo denominado “cuaderno incidente objeción” que consta en el CD visible a folio 6 vuelto del cuaderno No. 2


� Diligencia que obra en el CD visible a folio 9 del cuaderno No. 3


� Folios 45 a 48 del archivo denominado “cuaderno incidente objeción” que consta en el CD visible a folio 6 vuelto del cuaderno No. 2


� Folios 50 a 53 del archivo denominado “cuaderno incidente objeción” que consta en el CD visible a folio 6 vuelto del cuaderno No. 2


� Folio 55 del archivo denominado “cuaderno incidente objeción” que consta en el CD visible a folio 6 vuelto del cuaderno No. 2


� Folios 10 vuelto y 11 del cuaderno No. 2


� Folios 11 vuelto y 12 del cuaderno No. 2


� Folio 13 del cuaderno No. 2
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